Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 18 minutos). 


Vamos a considerar los elementos que faltan votar del proyecto de ley de Actuación ilegítima 
del Estado. Quiero decir que aquí hay un repartido de la señora Senadora Percovich, que plantea 
ajustes a los artículos 9”, 10, 11, 18 y 22. 


(Interrupciones) 


SEÑOR SEMPRON!.- Si me permite, señor Presidente, quiero dejar constancia, antes de entrar al 
debate -no sé si se labra acta, aunque veo que se está grabando- que, de acuerdo con el artículo 97 
del Reglamento del Senado, yo estoy directamente involucrado con este proyecto, por lo que no podría 
participar de la discusión ni votar el mismo, salvo que haya autorización del Cuerpo. Por consiguiente, 
quiero dejar esta constancia para cumplir con el Reglamento, como corresponde. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos tratando el tema en Comisión, y aquí lo autorizamos. Podemos votar 
la autorización correspondiente. 


SEÑORA PERCOVICH.- De acuerdo. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Se vota la autorización del señor Senador Semproni: 
Se vota: 4 en 5. Afirmativa. 
Luego, en el Plenario tendría que plantear esa situación para participar y poder votar. 
Se va a votar si se reconsideran los artículos 9*, 10, 11, 18 y 22. 

Se vota: 5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Respecto del artículo 9% no tengo nada subrayado. Sí tengo subrayado en el artículo 10 el quinto 
renglón o más bien algunos párrafos, donde dice ...”del Estado o que siendo niños o niñas hayan sido 
secuestrados”, a lo que se agregaría “o hayan permanecido en cautiverio con sus padres”. 


SEÑORA PERCOVICH.- En el artículo 9% usted va a ver un asterisco en el literal h). Yo coloqué 
asteriscos donde acordamos, en consulta con el Poder Ejecutivo, y en este caso lo que eliminamos del 
original era lo que decía “con o sin sustitución de identidad”. Eso no agregaba nada y se nos había 
hecho notar por parte de alguna de las delegaciones que no correspondía porque no es “con o sin 
sustitución de identidad”. Por lo tanto, lo eliminamos porque al objetivo de la ley no le quitaba ni 
agregaba nada. 


Como usted dice en el artículo 10, en la numeración de las víctimas, después de haber agregado por 
parte del Poder Ejecutivo el literal g) en el artículo 9”, que son los niños nacidos en cautiverio o que 
estuvieron privados de libertad, nos faltaba agregarlos en la enumeración de las víctimas. Por eso el 
subrayado del artículo 10. 


Esa es la precisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Yo quiero decir que hoy me entrevistaron trabajadores sindicales quienes 
reclaman que fueron despedidos en función del Decreto 622 -que tengo acá- del año 1973. Yo busqué 
los párrafos donde esto podía verse cumplimentado, pero lo cierto es que hay un artículo en ese 
Decreto y se refiere a la ley que llevó adelante el Ministro de la dictadura, Bolentini -no sé si ustedes se 
acuerdan-, para realizar elecciones sindicales y legalizar a los nuevos sindicatos. Y en su artículo 42 se 


dice que quedarán cesantes los trabajadores que no se reintegren a sus tareas dentro de las 48 horas 
siguientes a su emplazamiento público; y aunque posteriormente fueran readmitidos, se reputará 
preceptivamente perdida su antigúedad laboral o funcional a todos los efectos. Lo que piden estos 
trabajadores es que agreguemos -es la única forma de hacerlo acá- que se considerarán víctimas de 
persecución por parte de... 


(Dialogados) 


Ellos consideran que deberían considerárseles víctimas de la persecución Por tanto, propondría que se 
agregara un pequeño párrafo al pie del artículo, que dijera: “Asimismo, se consideran víctimas del 
ejercicio ilegítimo del Poder aquellas personas que hubieren sido despedidas de su trabajo en función 
del Decreto 622 de 1973.” 


(Intervención de un asistente) 

Eso ya está reparado por una ley. 

Esto es lo que ellos plantean. Yo propongo que se vote esta modificación. 
SEÑORA PERCOVICH.- Quisiera hacer una pregunta, a ver si encontramos voluntad. 


En el artículo 10 lo que estamos definiendo son las prestaciones médicas, odontológicas, psicológicas, 
etcétera. Ellos quieren estar comprendidos allí. Por lo tanto, no veo ningún inconveniente. No sé si es 
eso lo que ellos querían. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Yo planteo que se incorpore porque son personas que sufrieron la primera 
oleada de despidos y luego tuvieron una segunda con la ley de Bolentini, que impulsó la creación de 
nuevos sindicatos y demás. Y que después le ganamos esta elección, y después nos proscribió a 
todos. 


(Dialogados) 


Pienso que con esto pueden obtener lo que plantean. Creo que es más una satisfacción de carácter 
moral la que plantean. 


Hay personas que tienen 71, 73 y 77 años. Aquí estamos haciendo una ley que tiene el tiempo en 
contra porque hay mucha gente que no va a ser reparada en nada. 


Si están de acuerdo, votamos. 


SEÑORA PERCOVICH.- Quisiera hacer una sola precisión. Me parece que la incorporación como 
víctimas para ser reconocidas con un documento, etcétera, debería ir en todo caso en el artículo 9*, 
aunque en general la gravedad es bastante más que el asunto del decreto. Pero me parece que es acá 
donde dice que el Estado uruguayo expedirá un documento que acredite la condición de víctima y la 
responsabilidad institucional que le cabe. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No hay inconveniente. 
SEÑORA PERCOVICH.- Como un inciso más; en este caso, el literal k). 


SEÑOR SEMPRON!I.- Yo quiero dejar constancia de que acompaño la inclusión, pero me parece que el 
sentido -de ahí la formulación- es el de justificar un daño moral que se produjo por esa destitución 
absolutamente ilegal, y que es a esos solos efectos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Yo dejo constancia de eso, de que se puede poner en el inciso que se trata de 
aquellas personas que ya han sido reparadas por la Ley. 


SEÑOR SEMPRON!.- Es una reparación de tipo moral. 
(Dialogados) 

SEÑOR PRESIDENTE.- Dese lectura a la propuesta. 
(Se lee) 


SEÑORA PERCOVICH.- Perdón, pero si lo incorporamos como un literal al artículo 9%, hay que 
redactarlo de otra manera. En todo caso, sería: “los que habiendo sido víctimas”, etcétera. Es para el 
caso de que pongamos un literal k). 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cómo quedaría la redacción? 


SEÑORA PERCOVICH.- Porque los literales comienzan diciendo; “permanecido detenidos”; otro, 


”.« 


“fallecidos”; “sido declarados”; y en este caso, podría ser “sido detenidos”. 
(Dialogados) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Este es el segundo decreto. Uno de los decretos habla de elecciones 
sindicales y demás aspectos. Y tiene un artículo que lo localicé, porque me llamaba la atención. Y hay 
otro artículo que tipifica lo que es una huelga ilícita desde el punto de vista del gobierno dictatorial, que 
está en el decreto, porque refiere a que quienes hubieren participado en la huelga declarada ilícita 
serán despedidos. 


Se va a votar el artículo 9”, con la modificación. 

Se vota: 4 en 5. Afirmativa. 

Se va a votar el artículo 10 con la modificación propuesta por la señora Senadora Percovich. 
Se vota: 4 en 5. Afirmativa. 

El artículo 11 tiene un párrafo final, que está subrayado No sé si se puede votar. 


SEÑORA PERCOVICH.- El artículo 11 tiene dos modificaciones que estamos proponiendo. Una tiene 
que ver con la anterior modificación que introdujimos, es decir, en el literal c), cuando se refiere a niños 
o niñas que hayan permanecido desaparecidos. 


(Interrupción que no se oye) 


Es la misma eliminación que hicimos antes, esto es, eliminar “con o sin sustitución de identidad”, pues 
no es necesario. 


Al final, eliminamos lo que habíamos propuesto... 
SEÑOR PRESIDENTE.- La facultad al Poder Ejecutivo. 


SEÑORA PERCOVICH.- Exactamente. Está en la Constitución de la República. Nos dijo el Ministro de 
Economía y Finanzas que ellos ya lo habían estudiado; que la Constitución de la República dice 
claramente que a las indemnizaciones no se les puede cobrar impuestos. 


SEÑOR GALLICCHIO.- No están gravadas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Debe quedar constancia de que el Ministerio de Economía y Finanzas dice 
que no es necesario poner eso, porque las reparaciones o indemnizaciones no tienen carga desde el 
punto de vista tributario. 


Se vota el artículo 11 con las modificaciones propuestas. 
(Se vota:) 

5 en 6. Afirmativa. 

En consideración el artículo 12, oportunamente aplazado. 


Este artículo, que está subrayado, que comienza diciendo: “Agréganse los siguientes incisos al artículo 
11 de la Ley N* 18.033”, etcétera, dice: “Asimismo, por unanimidad la Comisión Especial podrá otorgar 
la Pensión Especial Reparatoria a los uruguayos o uruguayas detenidos en centros de detención 
clandestinos en el extranjero con participación de agentes del Estado uruguayo, por los motivos y 
dentro del período indicados en el artículo 1? cualquiera fuera el lapso de detención sufrida”. 


SEÑORA PERCOVICH.- Esto responde a algunas de las reclamaciones que recibimos de los grupos 
de personas que vinieron, muy especialmente para tener en cuenta -no sé si recuerdan a unos 
abogados que se hicieron presentes- a aquellas que estuvieron detenidas específicamente en la 
Argentina y que después habían sido devueltas en el marco de una coordinación. Esta frase, que la 
discutimos mucho con el doctor Gonzalo Fernández, incluye a esas personas y acota a los centros de 
detención clandestina, que duraron muy poco. Por eso el plazo no importa, porque las personas 
desaparecían o tenían la suerte de salir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De no desaparecer. 


SEÑORA PERCOVICH.- Exactamente. Que los devolvieran. Entonces, eso se enmarca dentro de esas 
características. Son aquellos centros de detención clandestina, entre ellos, Orletti y Banfield. Es una 
modificación de la Ley N* 18.033. A lo que venía del Poder Ejecutivo se le agrega un inciso final que es 
el que ya tenemos, pero ahora le agregaríamos este otro, que fue uno de los reclamos que tratamos de 
incorporar. Tiene un aspecto reparatorio. Se trata de muy pocas personas. 


SEÑOR SEMPRON!.- Yo creo que no llegan a diez. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Muy bien. Se pasa a votar. 

(Se vota:) 

6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Pasamos a considerar otra modificación que está en el artículo 18. 


Voy a leer la modificación. El artículo dice: “El plazo de la presentación de las peticiones para ser 
amparados por la presente ley será” -se agrega- “en principio". 


SEÑORA PERCOVICH..- Sí. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ..."de un año a partir de la fecha de constitución de la Comisión Especial 
creada por el artículo 15 de esta norma. El derecho a acogerse al beneficio regulado por la presente 
ley no prescribe ni caduca.” 


SEÑORA PERCOVICH.- Esto toma dos reclamaciones. Una, que nos había hecho -creo- el grupo de 
CRYSOL, que es la Ley N* 18.033, que era la que establecía el hecho de que no prescribía el derecho 
de acogerse a los beneficios porque desde el momento que son delitos que no prescriben, si van 
surgiendo en el tiempo las posibilidades de retirarse, etcétera, las personas se podían presentar. 


La otra flexibilización es que esta frasecita, en principio, permite que la Comisión Especial, si requiere 
más plazo para considerar algo que en algún momento no estaba dentro del plazo que se establece 
muy firmemente al final para la presentación, lo tenga en cuenta. 


SEÑOR SEMPRON!.- El derecho no prescribe, sino que son los beneficiarios. 
SEÑORA PERCOVICH.- Exactamente. 
SEÑORA SECRETARIA.- El párrafo final del artículo en la redacción ya aprobada, se eliminaría? 


SEÑOR PRESIDENTE.- El texto decía: “Vencido el mismo caducarán los beneficios dispuestos en la 
presente ley con excepción de aquellos establecidos en los artículos 7, 8 y 9 de la misma”. 


SEÑORA PERCOVICH.- ¿Eso decía? Bueno, puede ser que nos hayamos olvidado de eso. Es decir 
que me haya olvidado de pasar el último inciso. Lo único que hicimos fue agregar esto; no se elimina 
ese párrafo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La disposición final señala que el derecho no prescribe ni caduca. 
Se va a votar con las modificaciones propuestas. 

(Se vota:) 

5 en 6. Afirmativa. 

En consideración el artículo 22. 

SEÑORA PERCOVICH.- Se le dio una nueva redacción. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Léase. 

(Se lee:) 

Se va a votar el artículo 22 en la nueva redacción propuesta. 

(Se vota:) 

5 en 6. Afirmativa. 

SEÑORA SECRETARIA.- Falta votar el artículo 13 aplazado. 

SEÑORA PERCOVICH.- Al artículo 13 no le hicimos modificaciones. Hay que votarlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es verdad. Hay que votarlo. Habla de la modificación del inciso 5 del artículo 
11 de la Ley N* 18.033. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Qué modifica esto? 


SEÑOR PRESIDENTE.- El inciso dice: “En caso de fallecimiento de los beneficiarios de esta pensión 
especial reparatoria su cónyuge o concubina/a 'more uxorio”, hijos menores, hijos mayores declarados 
incapaces y los/las concubinas/a declarados tales por la Ley N* 18.246 de 27 de diciembre de 2007, 
podrán ejercer derechos de causahabientes.” Esto es lo que decía. 


SEÑORA PERCOVICH.- ¿Cuál es la modificación? 

SEÑOR PRESIDENTE.- No la hay. 

SEÑORA SECRETARIA.- Debería decir "inciso cuarto" y no "quinto". 

SEÑOR PRESIDENTE.- Bueno, esa sería la modificación. Entonces, pasamos a votarlo. 
(Se vota:) 

5 en 6. Afirmativa. 

Queda terminada la consideración de este proyecto de ley, que será elevado al Plenario. 

Ya la Comisión había designado a la señora Senadora Percovich como Miembro Informante. 


SEÑORA PERCOVICH.- La idea, según el cronograma, era que fuera mañana. Para eso se hace una 
sesión. 


(Dialogados) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Seguidamente, recibiremos al Director de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto, que fuera convocado para tratar el tema de la descentralización. 


(Dialogados) 
Continuamos con la sesión. 


La Comisión tiene el honor de recibir al señor Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y 
asesores. 


Como no tenemos personal, porque todos están en la Justicia, estamos grabando en forma digital... 
(Dialogados) 


El proyecto de ley en consideración trata de la descentralización en materia departamental y local y 
participación ciudadana. El Director había pedido la posibilidad de hacer una exposición acerca de este 
tema ante la Comisión de Constitución y Legislación. 


Le damos la palabra. 
SEÑOR RUBIO.- Muchas gracias. 


Nosotros teníamos interés en hacer una exposición no muy extensa -sabemos el trabajo que ustedes 
tienen-, sino una presentación básica para un proyecto que a los ojos del Gobierno pero también de 
todo el sistema de partidos con el que hemos tenido mucho diálogo en este período y con los 
Intendentes, es muy importante. Hemos venido acompañados por la doctora Ana Ma. Ferraris, que es 
la Jefa de Jurídica de la OPP; por la doctora Rosario Revello, que está a cargo de la unidad que se 
ocupa de este nivel de lo subnacional; por Washington Batista, que es el secretario del Gobierno, que 


ha recorrido incansablemente el país dialogando con Ediles, Intendentes, en fin, actores en general; y 
por el doctor Braulio Gil, que ha tenido la gentileza el Intendente de Artigas de, digamos, cederlo para 
que nos ayude en esta tarea pues tiene una muy larga experiencia en estas cuestiones. Queremos 
hacer una presentación básica en estos términos. Acá hubo un proceso de elaboración, de consulta, 
muy amplio, y que sigue. Se han hecho muchísimas modificaciones como producto de estos 
intercambios que hemos mantenido y compartido con Intendentes o con otros actores. A su vez, la 
Cámara de Diputados hizo un trabajo muy largo y serio en la Comisión de Asuntos Municipales y ante 
el proyecto inicial del Poder Ejecutivo -que era una versión modificada de otras anteriores- realizó 
algunos cambios, como habrán advertido en el comparativo, y finalmente aprobó el proyecto, dándole 
media sanción. 


Tenemos que recordar que este proyecto fue enviado por el Poder Ejecutivo el 11 de marzo de 2008. 
Nosotros teníamos la expectativa de que el proceso fuera un poco más rápido, pero los tiempos son los 
tiempos. En estos momentos se llega a la consideración de dicho proyecto aquí en el Senado. Creo 
que los fundamentos están claros en la Exposición de Motivos. Este tema de la descentralización y de 
un tercer nivel de gobierno tiene una muy larga historia en el país. Mucho se ha hablado de esta 
cuestión. Distintas experiencias se han realizado con gran heterogeneidad, diría, de resultados en algo 
que está emparentado con esto pero que no es exactamente lo mismo, que son las Juntas Locales, 
pues en la medida que uno ve el listado de Juntas Locales tiene una diversidad de situaciones muy 
grandes, desde las autónomas electivas, las autónomas no electivas, las Juntas comunes, muchas de 
ellas integradas y otras no. Repito que es una gran heterogeneidad de situaciones. Pero acá hay una 
larga historia, que algunos la pueden remontar a la colonia, otros -en cuanto a antecedentes, que 
tengan que ver con lo local- a la gesta artiguista, al empuje que le dio a este tema Bernardo Prudencio 
Berro con un proyecto concreto en su momento o a otras iniciativas del sistema de partidos en el 
Uruguay. Luego vino la reforma del '96 y se introduce una serie de cambios en los cuales se funda esta 
iniciativa. Nosotros vamos a dejar como aporte informes, documentos, exámenes, reflexiones, 
intercambios que han existido y la opinión de alguien con el que coincidiéramos plenamente -el doctor 
Pérez Piera- cuando le pidiéramos su parecer sobre los márgenes desde el punto de vista 
constitucional y cómo encarar este problema. Dejamos este material a la Comisión y lo depositamos en 
manos del señor Presidente. La verdad es que se trabajó mucho en este asunto de gran relevancia 
para el país. A nuestro juicio, las modificaciones que se hicieron en la última reforma constitucional 
abrieron todo un campo de jerarquización de lo local y también otro con características diferentes al 
que existía tradicionalmente. Quizás o sin quizás para quienes hemos conocido y participado de la 
historia, esto es producto de los diálogos políticos que hubo en el momento inicial del proceso 
reformista. Algunos de ellos no fructificaron, otros sí, y se produjeron los alineamientos que se dieron 
en nuestro país. Como resultado de ello quedó un sistema -que es el que había- de Juntas Locales y 
otro sistema virtual habilitado, y se votaba una ley que determinara su forma, en la medida en que se 
establece en el artículo 262 de la Carta que podrá haber una autoridad en su segundo inciso. Dice: 
“Podrá haber una autoridad local en toda población que tenga las condiciones mínimas que fijará la ley. 
También podrá haberla, una o más, en la planta urbana de las capitales departamentales, si así lo 
dispone la Junta Departamental a iniciativa del Intendente.” De ser aprobado este proyecto, esto se 
dará, en la medida que haya un Gobierno departamental que lo haga porque, según se ha anunciado, 
ese será el del Gobierno Departamental de Montevideo. 


En su inciso tercero el artículo 262 dispone que "la ley establecerá la materia departamental y la 
municipal”. O sea que si establece la materia departamental y la municipal, desde el punto de vista de 
la racionalidad del planteo, esto supone que van a existir órganos que ejercen potestades en la materia 
municipal. 


A su vez, el artículo 287 incorpora otro elemento que es novedoso para lo que era la Carta 
que existía en ese momento, al decir que el número de miembros de las autoridades locales -de estas 
autoridades locales, para las cuales el artículo 262 dispone que habrá que establecer la materia y que 
la ley podrá determinar la naturaleza de estas autoridades-, que podrán ser unipersonales o 
pluripersonales, su forma de integración en este último caso, así como las calidades exigidas para ser 
titular de las mismas, serán establecidos por la ley. 


A su vez, la disposición transitoria Y) dispone que “mientras no se dicten las leyes previstas” -éstas- 
“por los artículos 262 y 287, las autoridades locales se regirán por las siguientes normas:”, y apela al 
régimen tradicional de las Juntas Locales. Repito que es mientras no se dicten. Quiere decir que se 
introduce una innovación o la posibilidad de una innovación si así el Parlamento lo decide aprobando 
una ley, con un nuevo tipo de autoridades locales, que incluso pueden ser unipersonales. A nuestro 


juicio, se está aludiendo a una concepción que en realidad está muy extendida en muchos lugares del 
mundo -sobre este aspecto, la doctora Revello y algún otro miembro de la delegación pueden 
extenderse si ustedes lo entienden pertinente- en cuanto a la importancia que tienen los gobiernos 
locales y este tercer nivel de gobierno. 


En este marco sucintamente expresado, con estos márgenes se elabora el proyecto que introduce un 
grado superior, si se quiere, de democracia territorial y de descentralización. En cierta medida, 
entendemos que esto contribuye a renovar el vínculo de la ciudadanía con el Estado y también 
contribuye a todo el proceso de su transformación. Ya lo hemos visto como parte de todo este proceso 
de transformación del Estado uruguayo y de su vínculo con la sociedad. Es muy distinto a que existan 
autoridades locales, es decir, si el Gobierno Departamental lo quiere y el próximo no lo quiere y si el 
siguiente sí lo quiere. Si esto es establecido por la ley, la población sabrá que hay un gobierno local, 
que tiene una circunscripción y determinados cometidos y materia y que ella interviene por voto secreto 
en la elección de sus autoridades, porque acá se está estableciendo un órgano en el territorio en el que 
actuaría con determinados cometidos -serían denominados Municipios-, que tendría una integración de 
cinco miembros: cuatro concejales y un alcalde que lo presidiría, quien tendría funciones más 
ejecutivas y de representación. Llegamos a este formato, si se quiere, desde el punto de vista 
institucional después de mucho reflexionar sobre él y de intercambiar ideas. En distintas corrientes 
había la tesis de que el alcalde debía ser una sola persona; otras opinaban que debía ser del tipo de 
las Juntas; había una experiencia intermedia en la que un partido -creo que el Independiente- hizo una 
propuesta que en su momento tomamos e, incluso, consultamos sobre ella y tuvimos algunos 
intercambios. Recuerdo reuniones con el Partido Nacional, como fue el caso del Senador Da Rosa y de 
otros miembros importantes de esta colectividad. De modo que este tema estuvo en el intercambio: 
iríamos hacia lo unipersonal, hacia lo pluripersonal o hacia un mix donde se conjuguen ambas cosas 
con distintas funciones. Así fue que llegamos a esta última formulación. Nos pareció que recogía un 
poco más la experiencia y, al mismo tiempo, la pluralidad de los partidos y su forma de expresión. 
Porque, entonces, en la composición de los Municipios seguramente ¡iba a haber por la vía de la 
representación proporcional integral miembros de las distintas colectividades políticas. Y que esto iba a 
ser positivo, máxime considerando que en muchos departamentos se iba a dar la cohabitación de 
Gobiernos Departamentales y Municipios con predominio de distintos partidos políticos. Seguramente 
se va a dar si este proyecto es aprobado. 


Este punto ha sido “crítico”, si se quiere, porque muchos Intendentes, incluso de nuestro Partido al que 
pertenece quien está hablando en este momento -no digo todos los miembros de la delegación-, 
hicieron también sus cuentas. ¿Qué sucedería si, en el caso de una reelección, se da por la vía 
democrática un cambio de esta naturaleza en cuanto a los predominios políticos en los Municipios y si 
esto no podría generar rispidices o problemas en materia de gobernabilidad? Hicimos un largo proceso 
de intercambio y llegamos a la conclusión de que esto se puede dar con cualquier partido político, con 
cualquier gobierno, pero acá hay un interés superior que es el interés democrático de expresión de la 
ciudadanía, y los uruguayos tendremos que ir aprendiendo, cuando no lo hemos entendido, a cohabitar 
y a hacer intercambios que estén por encima de los problemas partidarios. 


El otro problema que tuvimos que enfrentar fue el tema de si había o no gradualidad en cuanto a la 
instauración de los Municipios. Y optamos por la gradualidad. Si bien en el proyecto inicial se habla de 
que tendrán o habrán Municipios, si la ley lo dispone, en toda población mayor de dos mil habitantes, 
en el intercambio llegamos a un acuerdo de naturaleza política por el cual habría dos bases. Hablo de 
un acuerdo porque, en realidad, cuando se votó este proyecto -ustedes ven los informes, uno en 
mayoría y otro en minoría, si bien hay diferencias de opinión, no hay crudas diferencias- se lo hace por 
mayoría importante. Cuando este proyecto se vota en general en la Cámara de Representantes se lo 
hace por 65 en 68. Cuando se vota el artículo 1?, en el que se establece preceptivamente que habrá 
Municipios, se lo hace por 61 en 64. Y eso se reitera en la mayor parte de los artículos. Es decir que 
esto es el resultado de acuerdos que se han buscado afanosamente desde el punto de vista político. 


Es así, entonces, que se va a ese esquema de gradualidad. Luego la Cámara introduce un cambio 
que, a nuestro juicio, no es el más conveniente. Por el acuerdo que habíamos logrado, habían dos 
etapas. La primera de ellas sería en simultáneo con las elecciones de mayo del año próximo y en todos 
los departamentos habría Municipios en las poblaciones mayores de cinco mil habitantes, salvo 
aquellas que tuviesen un mínimo de dos mil por departamento. Podría existir el caso de un 
departamento que no tuviera poblaciones, fuera de la capital, mayores de cinco mil habitantes. Por 
ejemplo, Flores. En ese caso serían poblaciones de menor cantidad de habitantes. Este era el acuerdo 
inicial que habíamos logrado, y luego, en una segunda etapa, en 2014 ingresarían las restantes, la 


franja de entre dos mil y cinco mil habitantes. Siempre por iniciativa del Gobierno Departamental puede 
haber en las capitales departamentales -porque así lo dispone la Constitución de la República a texto 
expreso, es decir, de que debe haber iniciativa- y también podría haber en poblaciones menores a dos 
mil habitantes. Pero el cambio que introduce la Cámara en el artículo 23 lo que genera, frente a los 
acuerdos logrados con los Intendentes, los distintos partidos y demás actores, son problemas, que 
nosotros pensamos que se puede salvar, luego de aprobada esta ley, en el mes de diciembre con un 
solo artículo. Somos conscientes de los tiempos políticos y por ello hemos dialogado con los 
Diputados, por lo menos con los de la Bancada de Gobierno y con algunos de la oposición, y nos dicen 
que no hay oportunidad de reunir la Cámara para realizar un nuevo debate antes del receso. Entonces, 
si no hay oportunidad y está este problema puntual, preferimos -y lo venimos a decir acá a la Comisión 
y asumimos el compromiso político de nuestra Bancada- introducir una modificación. Con 
posterioridad, en el mes de diciembre, se podría retornar al acuerdo alcanzado en este tema. Porque 
esto, digamos, generaría una complicación política importante. Estamos hablando de que si se trata de 
poblaciones mayores a cinco mil habitantes y con un mínimo de dos por departamento, estamos en el 
orden de los 60 Municipios, tal vez alguno más, en todo el país. Si a eso le agregamos toda las Juntas 
integradas -que es lo que le incorpora Diputados- nos vamos a algo más de 100, tal vez 115. Uno 
puede pensar que esto duplica y que puede ser un problema mayor, pero muchos Intendentes dicen 
que es un problema importante, que rompe un poco la idea de la gradualidad, de hacer una experiencia 
e ir acumulando... 


SEÑOR MOREIRA.- Perdón, pero tengo una duda. Si no me equivoco se trata de los artículos 23 y 24. 
Las Juntas Locales, integradas hoy, pasarían al régimen electivo con un alcalde y cuatro concejales, y 
las poblaciones de más de cinco mil que no tengan Juntas Locales quedarían en este nuevo régimen, 
¿no es verdad? De acuerdo a ese criterio, ¿cuántas serían las Juntas que cambiarían de régimen y 
pasarían a constituirse de acuerdo a este nuevo régimen? 


SEÑOR RUBIO.- Si estamos hablando de todas las Juntas integradas, son muchísimas. Según el 
cómputo que ha realizado Washington Batista -en esto ha sido muy prolijo en el relevamiento, incluso 
ha trabajado en otros aspectos con el Servicio Geográfico Militar por cuestiones de mapeo y demás 
aspectos- serían 115, esto es, si se aprueba y se aplica tal cual está. Si en el artículo 23, que fue el que 
incorporó la disposición que dice “Las Juntas Locales integradas al momento de la promulgación de la 
presente ley, pasarán a ser Municipios”, se elimina esto, volvemos a la propuesta anterior, que refería a 
las mayores de cinco mil habitantes con un mínimo de dos por departamento. Este es el nudo de la 
cuestión. A juicio de muchos Intendentes, esto no es menor. Hemos dialogado con muchos Intendentes 
y ellos dicen que esto les generaba un problema y que son partidarios -en esto los Intendentes son 
actores muy importantes- de que se retorne al acuerdo alcanzado y que se elimine el artículo 23 en 
esta versión. Desde el punto de vista del Gobierno, no tendríamos problema en hacer esto, pero en 
una instancia posterior, es decir, antes de la implementación del sistema, o sea, en diciembre, después 
del proceso electoral. Se trata de algo puntual y si estuviéramos atravesando otro momento lo 
haríamos ahora, pero en estas instancias no sería viable que retornara a la Cámara de Diputados y, 
entonces, quedaríamos sin proyecto. Hemos hablado con miembros de las Bancadas y de acuerdo con 
la agenda que tienen, no hay oportunidad para que se dé este debate. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera clarificar un poco los términos del proyecto. Hay una disposición 
inicial que caracteriza a los nuevos Municipios y establece que cada Municipio tendrá una población 
de, al menos, 2.000 habitantes. Eso, como primer punto. Luego, en el artículo 24 se dice: “En todas las 
poblaciones de más de 5.000 habitantes se instalarán estos Municipios a partir del año 2010.”, que 
sería después de las elecciones de mayo de ese año. Luego, continúa diciendo: “Las restantes” -las 
inferiores a 5.000 habitantes, pero superiores a dos mil- “lo harán a partir del año 2015.” Entonces, 
habría una cuarta definición que sería que aquellas localidades que tengan Juntas Locales designadas 
por los actuales Intendentes, pasarán a ser Municipios automáticamente desde ahora. 


SEÑOR RUBIO.- Sí, eso se incorporó. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Pero parece contradictorio. 


SEÑOR RUBIO.- Efectivamente, esa fue nuestra percepción. Obviamente, hubo un esfuerzo enorme 
de la Comisión de la Cámara de Representantes, hubo un estrés muy fuerte en aquellas circunstancias 
y creemos que esta disposición -diciéndolo de manera poco ortodoxa- no resulta totalmente congruente 
y, además, genera un problema político. La convicción a la que llegamos fue que, en esto, la 


gradualidad era muy importante porque Uruguay no tiene una experiencia al respecto, por tanto, 
tenemos que hacerla y construir la cultura de gobiernos locales, los Municipios, con estas 
características. Entonces, si se arranca con esta escala y con un texto de estas características, en ese 
aspecto tendríamos ese problema. Eso fue percibido, de inmediato, por quienes están más motivados 
en esto, tanto del lado de los municipalistas -que hay muchos-, como del de los Intendentes. El 
acuerdo que manifiesta el Gobierno es eliminar este artículo en una instancia posterior. Si fuera posible 
hacerlo ahora desde el punto de vista procesal, lo haríamos, pero estamos muy convencidos de que 
los tiempos no darían. El retorno del proyecto de ley a la Cámara de Representantes haría que ese 
Cuerpo no considerara el proyecto en este período, lo que luego bloquearía el trabajo que estamos 
realizando de intercambios. Ese es el asunto y el Presidente lo ha entendido claramente. 


Estamos a lo que la Comisión disponga. Podríamos haber hecho una exposición más extensa y 
detallada, pero, quizás, los señores Senadores tengan otras urgencias. 


Si no hay inconveniente, propondría que las doctoras Ferraris y Revello hicieran un señalamiento sobre 
cuáles han sido nuestras intenciones fundamentales con respecto a alguno de los artículos, así como 
también describir su alcance. Posteriormente, el señor Héctor Díaz -que ha sido nuestro asesor más 
directo en este tema, y aprovecho para pedir disculpas por haber omitido presentarlo a la Comisión- y 
el señor Batista se referirán al tema concreto. 


SEÑORA FERRARIS.- No tenemos mucho más para aportar, más allá de lo que ya ha expresado el 
señor Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto sobre el proyecto que remitió el Poder 
Ejecutivo a la Cámara de Representantes en su momento. Se trató simplemente de dar cumplimiento 
al precepto constitucional de crear este tercer nivel de Gobierno y, también -a mi juicio, en el mismo 
nivel de prioridades-, definir la materia municipal y separarla de la departamental, pues nos parecía que 
era importante. Esta es una tarea por cierto difícil, engorrosa, que seguramente se ha visto enriquecida 
con el aporte que se ha realizado en la Cámara de Representantes, que, sin duda, en ese aspecto ha 
mejorado el proyecto en forma sustantiva. Reitero que no tengo mucho más para agregar en cuanto a 
la preceptividad para la creación de los Municipios. En lo que a nosotros respecta, estamos 
convencidos de la posibilidad de su creación por ley. 


Como bien lo explicaba el señor Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, en la 
Constitución uruguaya existen dos regímenes de descentralización y estamos convencidos de ello: el 
que está vigente actualmente, pero que es de carácter transitorio, mientras no se dicten las leyes 
previstas por los artículos 262 y 287 y lo que surge de la disposición transitoria Y), y un régimen que 
podíamos llamar virtual que, justamente, está sujeto a la aprobación de la ley que tienen hoy en 
consideración de este Cuerpo. Este último régimen está a cargo de lo que en la Constitución se llaman 
autoridades locales y que a nosotros nos gustó más llamar “Municipios”, a los que, justamente, 
corresponde la materia municipal. Nosotros entendemos que el régimen vigente es el actual, es decir, 
el que está a cargo de las Juntas Locales y no de las autoridades locales, cuya regulación el 
constituyente ha cometido al Legislador. 


Simplemente quería destacar eso y decir que, en la medida en que está prevista la definición 
de la materia municipal, parecería un contrasentido que si estamos aquí definiendo dicha materia, 
podríamos llegar al absurdo de hacerlo sin generar su soporte orgánico, es decir, quién va a cumplirla o 
desarrollarla. Por eso es necesario generar esta nueva institucionalidad. 


SEÑOR RUBIO.- Quizás el señor Batista podría referirse a cómo se ha trabajado, y le pediría al señor 
Héctor Díaz que exponga sobre cuáles fueron los nudos que tuvimos que ir desatando a lo largo del 
camino que emprendimos. 


SEÑOR BATISTA.- Me voy a referir al trabajo que hemos comenzado a realizar hace poco más de seis 
meses y en recorrida por todo el país. Quiero destacar la importancia política que tiene para el 
desarrollo de los territorios. 


El contacto con la gente, los Intendentes y los ediles locales, es decir, los actores sociales y 
políticos de todos los departamentos, ha despertado una enorme expectativa en cuanto a la posibilidad 
de dirigirse a sus propios dirigentes más inmediatos. En estos últimos meses hemos estado trabajando 
con las Juntas Locales y, por ejemplo, la de Cardona está organizando un taller para que nosotros 


vayamos a discutir sobre este tema, de manera de flexibilizar y ver cómo construyen sus propias listas 
electorales. Y en esta instancia deben saber que no debe ser una autoridad sin capacidad de gestión, 
sino todo lo contrario. Hay una profunda responsabilidad de la ciudadanía uruguaya, lo que hemos 
podido reconocer y encontrar en contacto con cada uno de ellos. 


Otro punto fundamental por el cual hemos recorrido el país ha sido el apoyo a la construcción del 
consenso. Este proyecto de ley no tendrá vida sino tiene un consenso profundo y fuerte. Y si 
fracasamos en esta tentativa, estaremos atrasados veinte o treinta años en este proceso de 
descentralización. Para nosotros esto es claro porque recuperarlo va a llevar mucho tiempo. Es un 
trabajo muy grande y, al mismo tiempo, hay una gran expectativa en la gente. Si fracasamos en la 
construcción del tercer nivel, vamos a quebrar esa expectativa con ejemplos negativos. 


Para que esto no sea así, no solo el voto del proyecto de ley es necesario sino también una apoyatura 
inmediata para que los actores sociales y políticos de cada localidad no se queden solos, huérfanos, 
sin asistencia política y técnica. 


Y con la asistencia técnica de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto hemos estado trabajando en 
el sentido de saber cómo van a hacer un presupuesto municipal. Hoy, en realidad, nadie lo sabe. 
Apoyamos la construcción de este presupuesto municipal en cuanto a la gestión del mismo, de sus 
iniciativas y de cómo transformarlas en proyectos, y cómo será la relación del gobierno local con el 
departamental. La propia instancia que hoy tienen los Gobiernos Departamentales con el Gobierno 
nacional, a través de un diálogo profundo, ágil y con buenos resultados, luego deberá construirse. 


Entonces, el fortalecimiento de nuestro trabajo ha sido fundamentalmente el diálogo y muchas 
de las modificaciones del primer proyecto han sido reconstruidas a partir de las observaciones. En esas 
recorridas hemos ido anotando algunas de las observaciones -que son propias del territorio- de las 
primeras contradicciones que se encontraban al primer proyecto. Esto nos ha dado una fortaleza y, 
políticamente -esto es transversal a los partidos-, el aprobar este proyecto tendrá una fortaleza política 
de los partidos que tienen representación legislativa en nuestro país, porque la gente se va a sentir 
identificada en cuanto a la necesidad de elegir sus autoridades. Hay una cierta fatiga de tener un 
secretario de Junta que, más allá de que sea del lugar, va a estar dependiendo de la autoridad natural 
que es el Intendente, y no va a poder cumplir un compromiso que eventualmente hubiera asumido. 
Pero también hay otro aspecto. Voy a contar una pequeña historia de un Presidente de una Junta 
Local. Un vecino había ocupado la calle, había extendido su espacio hacia la calle y el fue a solicitarle 
que retirara sus cosas. Y el me contaba sus dificultades: “En mi vida personal soy mecánico y yo le 
reparo las maquinarias a este señor. Y es mi principal cliente; el 80% de mi salario lo tengo ahí. 
Entonces, la próxima vez que lo vea me va a decir: 'Muy bien, te retiro las máquinas, pero te quiero 


decir que al final del mes tengo otro mecánico". 


Hay una presión social cuando no se tiene autoridad política, profunda, que viene del voto 
ciudadano y que es una simple designación, porque más allá de que fue una Junta electa por 
ciudadanos del lugar, no tiene la validez de una elección que surge del voto universal. Ahí para mí está 
lo esencial. No nos hemos olvidado que este proyecto, de ser aprobado, deberá seguir siendo 
trabajado y hemos planificado -aunque los actores no seamos nosotros- la probabilidad de hacer un 
acompañamiento a todas las Juntas desde el momento que asumen hasta el proceso de construcción 
de su presupuesto. Y para eso, sin duda -como dije al principio-, el consenso es fundamental y no hay 
Intendentes, sobre el principio general y con las variantes naturales de cada uno de los orígenes 
políticos, que lo tengan. 


SEÑOR RUBIO.- Si el señor Presidente me permite, voy a agregar algo porque, en el afán de ser 
sintético, había omitido ciertos aspectos. Tal como ha señalado el señor Batista, hemos previsto todo 
un programa para apoyar a quienes resulten electos, por parte de la ciudadanía, para desempeñar 
tareas en la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, sea quien fuere que ejerza esa responsabilidad y 
del partido político que la ciudadanía respalde en las próximas elecciones, para que opere durante todo 
el año 2010. Creemos que, desde este punto de vista, es el año más difícil, porque aún no van a estar 
aprobados los presupuestos departamentales. Acá se prevé una fuente de recursos, que son los 
departamentales, aparte de que vayan a los Municipios, y un fondo de incentivo de los Municipios, de 
carácter nacional -que se aprobaría en el próximo Presupuesto-, con independencia de lo que hoy 
transfiere el Gobierno Nacional a los respectivos Gobiernos Departamentales. Hay que decir que esto 
quedó muy claro, fue producto del intercambio político. Reitero que fue con independencia, y así quedó 


a texto expreso en la parte de los recursos. De todas formas, ninguno de estos recursos estará 
operativo hasta que sean aprobados los presupuestos, por lo que ese primer año habrá dificultades. Es 
así que hemos dispuesto un programa para ayudar a la formación, la cooperación y el intercambio 
internacional, y otras experiencias que ayuden a quienes resulten electos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo con lo que dice la Constitución de la República, el Gobierno 
central tiene la obligación -que está cumpliendo- de transferir a los Gobiernos Departamentales un 
porcentaje de la recaudación fiscal en función de la cantidad de habitantes de cada uno de los 
departamentos. 


SEÑORA PERCOVICH.- Y también hay otras variables. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así es, señora Senadora; también se tiene en cuenta, por ejemplo, la 
extensión territorial, etcétera. 


En el artículo 19, que corresponde a los recursos, se establece que en los Municipios el Gobierno 
Departamental, por ejemplo, asigna determinada cantidad a tal localidad, lo que se hará en el 
respectivo presupuesto. Luego se mencionan los recursos que “les asigne el Presupuesto nacional en 
el Fondo de Incentivos para la Gestión de los Municipios” y me parece que este es un capítulo nuevo 
que hay que agregar dentro del Presupuesto nacional. Es más, estimo que dependerá de la voluntad 
del Poder Ejecutivo que esto se cree o no. Quería aclararlo porque la ley puede disponerlo pero el 
Poder Ejecutivo puede no cumplir, ya que no existe una obligación constitucional y tampoco legal. 


SEÑOR RUBIO.- Es cierto, señor Presidente. Se trata de un artículo programático que expresa una 
voluntad política muy demandada por los Intendentes y por los actores locales. Ellos han solicitado que 
hubiera una mayor transferencia de recursos y esta es una vía; lo que se ha generado es un 
compromiso. 


Cabe destacar que este fue uno de los puntos de mayor intercambio de opiniones y debo decir que 
detrás de todo esto está la Comisión Sectorial, además de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, y 
el Congreso de Intendentes. A este punto llegamos en la formulación económica, porque nos pareció 
que adoptar una regla fija para lo que se recauda a nivel local podía profundizar las inequidades. 
Debemos tener en cuenta que existen lugares donde la recaudación es mucho mayor que en otros y, 
además, es muy variable debido al proyecto de inversiones y otras razones; por lo tanto era preferible 
el otro camino. 


Por otro lado, quisiera aclarar que no es cierto -como se ha dicho en algún medio de comunicación- 
que esto implique un mayor gasto. Actualmente y de acuerdo con un relevamiento que hemos realizado 
en todo el país, en las Juntas integradas -que son más de cien- hay cerca de ocho mil funcionarios, a lo 
que hay que sumar el financiamiento de los secretarios, etcétera. En realidad, esto viene a sustituir 
estructuras en un proceso ya existente, que en la actualidad tiene costo, es decir que el problema no 
está por ese lado. Se trata de una innovación institucional que se está haciendo con recursos que 
tienen otras características y otros sistemas de controles que se están definiendo. El tema de los 
recursos fue el punto que más tiempo llevó. Otro asunto que también demandó mucho tiempo en la 
Cámara de Representantes era qué sucedía con las Juntas Locales Autónomas existentes -lo que no 
estaba en el proyecto-, las que optaron por el camino, digamos, salomónico, de estar junto a la 
situación de San Carlos, Bella Unión y Río Branco; no se hacen innovaciones, y es lo que figura en la 
disposición especial del artículo 22. Asimismo, hubo muchos otros temas que tuvieron demandas 
desde una punta y desde la otra, como, por ejemplo, cómo se daba la participación social. Se optó por 
un camino amplio porque la sociedad civil tiene distintos niveles de desarrollo, según el lugar, y, desde 
nuestro punto de vista, no era adecuado un molde para todo el país. Esto es innovador como conjunto 
frente a la experiencia realizada en diferentes puntos del país y, sobre todo, en Montevideo, pero en 
ningún caso se repite las ya existentes. Es un modelo distinto. Sí toma experiencias, pero no es que 
esté extendiendo a todo el país una o dos experiencias, sino que procura encontrar aquello que fue 
más exitoso para tratar de resolver aquellos problemas que aún no habíamos podido solucionar. 


En cuanto a los nudos a que me referí anteriormente, creo que el señor Díaz podrá hacer algún 
comentario. 


SEÑOR DÍAZ.- Voy a hablar de los recursos porque me parece que es un tema que ha sido poco 
desarrollado. Quiero historiar cómo fue la discusión de este artículo 19. Queda claro que el numeral 1) 
se refiere a los fondos que destinan los Gobiernos Departamentales. El numeral 2) establece el Fondo 
de Incentivo para la Gestión de los Municipios que fue el resultado de algunas consultas que se 
hicieron con el Fondo de Desarrollo del Interior que, en una primera instancia, se había pensado que 
fuera el origen de esos fondos. Eso generó recelo de las actuales autoridades municipales porque 
perdían fondos que hoy poseen; además, tenían la visión de que el artículo 298 remite al 230 en 
cuanto a la creación del Fondo Presupuestal afectado al financiamiento y a los programas y planes a 
que refiere el inciso quinto del artículo 230. Precisamente, dicho inciso establece que las políticas de 
descentralización -la financiada por este Fondo- serán ejecutadas: a) por el Poder Ejecutivo, los Entes 
Autónomos y los Servicios Descentralizados; y b), por los Gobiernos Departamentales. No habla de los 
Gobiernos locales porque no existían, por lo que podía ser visto como que estaba fuera del alcance del 
texto constitucional. Aun conscientes de que el Presupuesto Nacional es una ley que se presenta en 
agosto y, en el mejor de los casos, se aprueba en diciembre, por lo que, queda un período ventana - 
creo que en julio es el momento de asunción de las autoridades municipales-, nos pareció que esta era 
la vía para no colisionar con la visión departamental y menos con el texto constitucional. 


Otro elemento que dio mucho para hablar, discutir y reflexionar fue la condición de los miembros de los 
Municipios de honorarios o rentados. Fue casi una constante hablar sobre quién va a aceptar el cargo 
si no tiene algún tipo de retribución. Pero en un país donde los Ediles son honorarios por disposición 
constitucional, donde se está tratando de poner en funcionamiento un tercer nivel de Gobierno, y 
estamos hablando de una primera instancia de 50 ó 60 Municipios con cinco miembros, francamente 
nos pareció malo -no para el Gobierno, sino para el sistema político- que el sistema naciera creando 
300 ó 400 cargos rentados. Realmente nos pareció una buena forma de matar una buena idea. De 
cualquier manera, la idea de tener un Alcalde con potestades de gestión justifica la posibilidad de que 
exista una retribución. Lo que se hizo en el artículo 10, ahora 11, fue establecer la condición de 
honorarios para los Concejales, dejando abierta la posibilidad de que, por ejemplo, en el presupuesto 
departamental de cada Departamento se disponga una retribución para los Alcaldes. Por otra parte, va 
a haber Municipios de muy distinta enjundia, de distinta carga de trabajo. Si uno piensa en poblaciones 
de más de 2.000 ó 5.000 habitantes -pensando en la primera etapa- nos encontramos con algunas que 
van desde 5.500 habitantes, hasta ciudades como La Paz, Las Piedras o Ciudad de la Costa con 
decenas de miles de habitantes. En general, son varios los departamentos donde hay una segunda 
ciudad -a veces, la primera, porque no siempre las capitales son las ciudades más grandes- y se puede 
llegar a justificar y a defender la figura del Alcalde. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No estoy haciendo de abogado del diablo, sino planteando los problemas que 
me parece que van a surgir. Aquí por omisión -no diciéndolo expresamente- se dice que el Alcalde 
puede ser remunerado, pero no se dice quién dispone dicha remuneración. Yo lo entiendo así. Sin ser 
un Gobierno que está supeditado al jerarca municipal, es obvio que si el le asigna los recursos y, 
además, le tiene que aprobar el presupuesto, dentro de esas atribuciones estará fijar la remuneración 
que tendrá el Alcalde. Lo digo porque hay que dar una orientación; no basta con no decirlo, pues hay 
cosas que hay que establecerlas sí o sí. 


SEÑOR RUBIO.- Lo importante en este punto es que podemos tener algún problema constitucional 
para establecerlo; además, había un compromiso de la Comisión Sectorial de Descentralización que ha 
estudiado el tema, de fijar algunas pautas orientadoras. La verdad es que en muchos temas costó 
lograr un punto de entendimiento, como, por ejemplo, cómo se aplica el 214. Sin embargo, como hay 
muchos intereses compartidos, finalmente se llegó a un acuerdo. De todos modos, esto se irá 
modificando con el tiempo, viendo los criterios que se tienen en cuenta para la distribución del Fondo; y 
así como ese, otros. Hubiera sido preferible hacer la modificación ahora, pero no encontramos los 
márgenes, desde el punto de vista constitucional, como para poder hacerlo en esta circunstancia. 


SEÑOR DÍAZ.- Otro punto sobre el que es bueno ilustrar a los integrantes de esta Comisión del 
Senado -sobre el que también hubo debate, aunque me parece que no es un tema sustancial- refiere a 
la jerarquización del órgano, al sistema de suplencias. Hubo defensas intensas por el sistema formal de 
las Cámaras de Representantes o de Senadores donde hay que pedir licencia, autorizarla y convocar 
al suplente. También hubo una enfática defensa por el sistema de las Juntas Departamentales, llamado 
de las sillas vacías, la licencia automática. En definitiva, es una defensa del quórum y de la posibilidad 
de que el organismo funcione. También allí se tomó el camino intermedio de admitir el sistema de las 
Juntas Departamentales para los Concejales y en tanto el Alcalde va a tener una carga de tareas 
administrativas -de ordenador de pagos, etcétera-, se optó por establecer un sistema de licencia 


formal. A cualquier Concejal lo sustituye su suplente en la rotación eventual que se dé; mientras tanto, 
el Alcalde debe pedir licencia, que debe ser aprobada por el Cuerpo. Tampoco el suplente del Alcalde 
va a ocupar la Alcaldía, porque la idea es que el suplente del Alcalde ingrese como Concejal y la carga 
de la tarea administrativa la asuma el siguiente de la lista más votada del lema más votado, es decir, 
alguien que ya sea Concejal. Así, en el inciso tercero del artículo 11 se dice: “En caso de ausencia 
temporal o definitiva, el Alcalde será sustituido en sus funciones por el titular electo que le siga en la 
misma lista o, en su defecto, por el primer titular de la segunda lista más votada del lema más votado 
en la circunscripción”. 


SEÑOR MOREIRA.- Tengo una duda con respecto a lo que establece el inciso segundo del artículo 9, 
donde se expresa: “Serán distribuidos por el sistema de representación proporcional integral y su 
régimen de suplencias será el mismo que el de las Juntas Departamentales”. Ahora bien, como para el 
caso del Alcalde, se establece un régimen diferente, creo que se debería hacer una salvedad para que 
comprenda a todos, incluso, al Alcalde. Porque ahí no se hace la distinción; habla de cinco miembros. 


SEÑOR DÍAZ.- La idea es que el Alcalde, en tanto uno de los cinco miembros, sea sustituido por su 
suplente natural, pero que su función la ocupe el titular electo que le sigue en la misma lista. Aquí se 
distingue entre la condición de miembro del Municipio y la función específica del Alcalde. 


SEÑOR RUBIO.- Es posible lo que aquí se plantea; lo que ocurre es que como estamos manejando 
dos versiones -la de la Cámara de Representantes y el comparativo- se nos generan confusiones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nosotros estamos manejando el proyecto de la Cámara de Representantes. 


SEÑOR RUBIO.- En lo personal, no agregaría más a lo expresado por el señor Díaz; esto es, a cuál es 
el suplente del Alcalde en tanto miembro del Municipio y quién lo suple en sus funciones. Estas son dos 
situaciones muy distintas. Incluso, podría ocurrir -lo que resultaría políticamente inconveniente- que, en 
ausencia del titular, quien asume la función de Alcalde -que, a los ojos de la población, pasa a ser una 
función central, relevante y destacada- sea una persona que no tuvo ese nivel de respaldo. Nuestro 
sistema democrático es muy fuerte y, a mi juicio, desafía mucho al sistema de Partidos, sin excepción 
alguna, y es cómo se integran estos organismos. Todos sabemos que en algunos lugares hay Juntas y 
en otros no; en aquellos en los que existen, en muchas situaciones ocurre que la dinámica interna de 
los Partidos hace que los miembros de la Junta Local no siempre sean los que, a los ojos de la 
población -incluso de su propia base electoral-, son considerados más idóneos para ejercer la función 
de Gobierno que tendrían en este caso. La elección por voto directo, democrático y secreto y el 
sistema de representación proporcional hacen, justamente, que los Partidos, al momento de 
confeccionar sus listas, deban tener en cuenta este elemento porque va a estar en la decisión popular 
de una manera muy relevante. Este es un cambio frente a la tradición que hemos tenido sobre cómo se 
integran las Juntas no electivas. 


No sé si la doctora, que es una municipalista vocacional, querrá incorporar algún elemento 
sobre la experiencia comparada. 


SEÑORA REVELLO..- En realidad, se ha dicho todo con respecto al texto. Es un paso muy importante 
y un desafío muy grande, ya que es uno de los pocos países en el mundo que no tienen Municipios o 
tercer nivel de Gobierno. Lo que sí me gustaría destacar es que es un proceso largo. En la experiencia 
comparada, la aprobación de la ley es el primer puntapié de un proceso que dura 25 ó 30 años. Si uno 
sigue el proceso de descentralización de cualquier otro país -como Bolivia o Perú- se da cuenta de que 
la interacción entre los niveles de Gobierno es algo que se termina de ajustar en la práctica y de que no 
se pueden traer recetas de otros lugares. De todas maneras, dado que somos los últimos, podemos 
aprender y no cometer los mismos errores que se han tenido en otras instancias, apoyándonos en 
experiencias internacionales, como decía el Director. En lo personal, estuve trabajando todos estos 
años en el desarrollo institucional y en el fortalecimiento de las Intendencias y puedo decir que 
necesitan seguir siendo fortalecidas en este proceso de descentralización hacia un nivel inferior desde 
el punto de vista territorial, que es el verdadero Municipio. No pensemos que solamente hay que 
fortalecer las nuevas autoridades. Por lo tanto, en el caso de que el proyecto sea aprobado, vamos a 
tener tres niveles de Gobierno, lo que requiere -como en todos los casos en que hay transferencia de 
recursos y de competencias-, no solo capacitación, sino también estar permanentemente atentos a ver 
qué es lo que se transfiere y qué capacidades hay en el órgano transferido y en el que se desprende 


de la competencia. Asimismo, debe haber un acompañamiento de los recursos, no solo los relativos al 
artículo 214 o al 298, sino también los intangibles, los recursos humanos, el saber gestionar las 
tecnologías. O sea que la creación de Municipios es un desafío apasionante; en lo personal, me va a 
quitar una gran angustia ya que cuando vaya a los congresos no voy a tener que decir más que en mi 
país no los hay, pero también es un desafío complejo desde el punto de vista institucional, lo que hay 
que tomar en cuenta. Además, creo que el Uruguay tenía un déficit democrático en ese sentido -en 
otras cosas es muy fuerte, pero no en esta-, por el hecho de no tener democracia territorial y de que 
cada ciudad no pudiera elegir su Gobierno. O sea que el hecho de poder elegir nos pone a la altura del 
resto de los países de América y del mundo. 


Por otra parte, más allá de lo que dice la reforma de la Constitución de 1996, en mi concepto -y está 
bastante consensuado-, un Municipio no es tal si no es electo. Evidentemente tenemos experiencias, 
tanto en Montevideo como en el interior, de Juntas designadas, pero el municipio -más allá de la 
libertad y de la democracia territorial- es electo. Puede ser unipersonal o colegiado, pero nace de la 
voluntad de quienes viven allí de elegir quién los va a gobernar. 


SEÑOR RUBIO.- Además, en el país hubo un evento reciente de alcance internacional. 


SEÑORA REVELLO.- Efectivamente, se trató del IX Congreso de la Unión Iberoamericana de 
Municipalistas, con la participación de 800 personas. Como es natural, al ser nosotros la sede, se 
planteó este tema. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Ustedes tienen pensado que ese vaya a ser un fondo importante en el que se 
tomen en cuenta determinados criterios? Digo esto porque acá se menciona en forma muy genérica; se 
hace referencia a indicadores de gestión que no son los que se toman en cuenta desde el punto de 
vista institucional. En general, se tiene en cuenta el programa de desarrollo municipal, porque es una 
exigencia, pero en este caso no, porque son cosas nuevas. Veo que los criterios no son los mismos. 
Nunca hay nada exacto, por lo menos desde una visión matemática. Se utiliza un criterio de 
generalidad o de equidad. Lo que tiene que ver con los indicadores de gestión me parece correcto y no 
descarto el Fondo de Desarrollo, simplemente digo que va a ser distinto. No sé qué tienen pensado en 
cuanto a la importancia, comparándolo con el artículo 298. 


SEÑORA REVELLO.- Como hasta hace pocos días estuve como coordinadora general del Programa 
del BID de desarrollo municipal, quería decir que el Programa cambió sus criterios y tomó los 
compromisos de gestión establecidos para las transferencias presupuestales del 214, y no para el 298. 
Si existía un excedente de 3,33, se hacía la transferencia si se cumplían determinados compromisos 
de gestión acordados en el ámbito de la Comisión Sectorial entre el Gobierno Central y las 
Intendencias. Como esa situación de excedente no se dio más, los compromisos quedaban anunciados 
y se siguen cumpliendo; me refiero, por ejemplo, a la información, a tener página web para los 
ciudadanos, brindar un estado de información contable homogeneizada, etcétera. En la nueva 
reformulación del Programa del BID -Desarrollo Municipal IV-, estos puntos fueron tomados como 
nuevos indicadores de gestión. Sí están los compromisos de gestión que se utilizaron para el 
excedente del 214. 


SEÑOR RUBIO.- En lo que tiene que ver con las políticas de Gobierno, debo decir que hemos 
encontrado receptividad y muchos puntos de vista compartidos, al menos con muchos Intendentes y 
Legisladores que no son de nuestro Partido, en cuanto a que esto es importante. De nuestra parte, se 
ha expresado la voluntad al respecto y cabe destacar que hay una transferencia muy significativa en 
este momento. Se ha cumplido puntualmente con todos los compromisos y con el cronograma, tanto 
en lo que se refiere al 298 como al 214, y se está por votar este nuevo Fondo, digamos, reciclable, de 
U$S 40:000.000 para apoyar a las Intendencias. Es decir que, en lo que tiene que ver con este tema, 
creo que existe una orientación y un compromiso. Por supuesto que luego el Parlamento debe votar los 
presupuestos, pero este reclamo del interior del país -además de ser respaldado y apoyado- va 
creciendo. Es notorio que en nuestro sistema los Intendentes han cobrado cada vez más 
protagonismo. Esto coincide con la tendencia internacional. Si recordamos la situación que se veía 
hace 20 años y la comparamos con la actual, podemos ver que ha habido un cambio muy significativo 
desde este punto de vista. 


En lo que tiene que ver con Planeamiento, nosotros hemos podido tener la experiencia para 
convencernos de la importancia de lo territorial. Es justo decir que se han venido desarrollando muchos 
otros programas que apuntan en esta dirección. O sea que las políticas son convergentes, puesto que 
todas las políticas sectoriales que se están desarrollando en el Ministerio tienden a ampliar lo relativo a 
lo territorial. Acá hay una evolución que es del país y, más allá del Partido que esté gobernando, se van 
a tener que seguir implementando, de esa manera o de otra, estas políticas que tienden a jerarquizar lo 
local y lo territorial. Esto sucede a nivel mundial y hasta el propio desafío del medioambiente ha creado 
una urgencia en ese sentido. Por ejemplo, una de las experiencias que ha tenido un desarrollo más 
rápido y con mayores niveles de acuerdo es todo el nivel de emergencia, que ha sido muy eficiente 
porque tiene gran desarrollo y descentralización para poder dar respuesta. Creo que ejemplos de este 
tipo se podrían poner muchos; incluso, todo el sistema de descentralización y los cambios en la Salud 
tiene esa orientación; y sucede lo mismo en la ganadería, en los Centros MEC -distribuidos en todo el 
país y que están por llegar a 90- y en los Centros de Atención Ciudadana. Es decir que existen 
múltiples experiencias que tienden a apuntalar lo local. A su vez, se produce un desacompasamiento 
con las instancias políticas, porque si hay muchos recursos que se vuelcan hacia incentivos 
productivos, desarrollos culturales y otro tipo de desarrollos sociales, pero al mismo tiempo no hay 
entidades de tipo político que acompañen este proceso en cuanto a bajar un escalón, se genera una 
desproporción y un desequilibrio entre una cosa y la otra. O sea, estamos atrasados políticamente en 
relación a otros procesos. Y en lo educativo pasa lo mismo: cada vez más se instalan centros de 
formación de distintas características, públicos o privados, para poder dar respuesta a la formación de 
recursos humanos. 


SEÑOR GUARINO..- Solicité la palabra para abundar sobre un aspecto concreto, es decir, el artículo 
23. Antes de eso, quisiera decir que la exposición que ha hecho la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto realmente refleja -es algo positivo que se va a analizar en el Senado lo que se ha 
avanzado en el tema. Fue dificultoso llegar a lo que hoy tenemos en consideración y, sobre todo, 
algunas cosas conceptuales que fueron difíciles de entender y que fueron fruto -reafirmando lo que ya 
se dijo- de una negociación que tuvo muchas instancias. Quizás, por el lado de la Cámara de 
Representantes nos tocó participar mucho más activamente junto con Diputados de otros partidos y, 
además, con la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, llevando adelante jornadas en el interior del 
país. Todo ello va a facilitar -se ha hecho un buen resumen de lo que es el proyecto- para que el 
tratamiento sea lo más rápido posible en la propia Comisión. 


El artículo 23, como dice el señor Director, fue parte de una negociación, particularmente, con el 
Partido Nacional, en donde la preocupación era cómo se incluía a quienes ya estaban participando de 
una experiencia democrática descentralizadora, y que no viniera una ley de descentralización que los 
excluyera. Era difícil de entender, en lugares donde funciona realmente -hay muchos lugares donde las 
Juntas Locales están funcionando, ni que hablar donde son autónomas y electivas como las tres que 
ya tenemos-, que viniera una ley, supuestamente a descentralizar, pero lo que ellos habían avanzado 
se perdía por chicos. Entonces, la idea era incluir a las Juntas Locales. Después, fruto de la 
negociación se terminó entendiendo que fueran los lugares donde estaban constituidas, es decir que 
estaban integradas, donde al menos ahí había experiencia de funcionamiento. Incluso, en muchas de 
ellas, como en el caso del Frente Amplio, se había tomado la opción de la elección por voto de la 
gente. Hacerlos retroceder para que no eligieran más, sería una cosa hasta complicada porque dejaría 
de existir o tendrían que coexistir dos sistemas, es decir, los Municipios y las Juntas chicas. Esto lo 
tendremos que ver cuando tratemos este tema y por eso quería reafirmar, por lo menos, lo que en la 
Bancada del Frente Amplio se está discutiendo -y lo hago público aquí-, es decir, la posibilidad -como 
decía el Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, señor Rubio- de tener una ley posterior 
que acote esto, lo que sería más complicado que simplemente sustituir el artículo. Porque con una 
sustitución, el tema volvería a la Cámara de Diputados. Es más complicado porque vamos a tener que 
fijar una ley que, de alguna manera, contemple otra categoría, y que son las Juntas chicas -las de 
menos de 2.000, que ahora son Juntas-, integradas o no. Entonces, una buena solución nos parece la 
propuesta que se hacía de un tratamiento posterior en aras de que finalmente se pueda plasmar este 
proyecto. 


Los otros temas los podemos abundar en la discusión interna que se dé en el Senado. En todo caso, 
sobre lo que se preguntó sobre el Fondo, puedo decir que fue una incorporación que preservaba los 
recursos que actualmente van a las Intendencias. Esto fue una negociación con el Congreso de 
Intendentes y se entendió razonable por la Cámara de Representantes. Así fue votada la ley y creo que 
se lo debe mantener, de manera que no se afecten los fondos que actualmente existen. 


Hace pocos días, cuando se trató este Fondo especial para el desarrollo de las Intendencias, vimos 
que es un buen antecedente la voluntad de crear instrumentos -como este que dentro de poco se va a 
votar en el Senado- de cara a este Fondo de desarrollo municipal. 


En cuanto a la fijación -o no- del sueldo del Alcalde, efectivamente -y tal como se dijo aquí-, se trataba 
de una cuestión en la que había implícito un tema de autonomía. Por nuestra parte, estuvimos tratando 
de profundizar en ello y entendimos que toda ingerencia en el sentido de interferir en el presupuesto 
del Gobierno Departamental era algo que no nos correspondía; por lo tanto, ello quedaba librado a la 
voluntad descentralizadora de cada Gobierno Departamental, con sus mayorías en cada Junta. Estos 
eran, pues, los comentarios que quería realizar en ese sentido. 


En cuanto a los indicadores de gestión -tema al que hacía referencia el señor Senador Moreira-, 
debemos señalar que, efectivamente, fueron incluidos, sobre todo a raíz de la fuerte insistencia del 
Partido Nacional y, particularmente, del señor representante Botana, quien incluso quería que fueran 
desglosados de manera mucho más detallada. Ahora bien, creemos que con la formulación existente 
se contempla el espíritu de aquello que se pretende lograr. 


Era cuanto quería manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por mi parte, voy a formular una pregunta, para luego referirme al tema de 
fondo. 


Concretamente, quisiera saber a cuánto asciende el porcentaje de los productos nacionales 
considerados globalmente. 


SEÑOR RUBIO.- Por un lado, lo que se recauda por un artículo a nivel nacional es 3,33. Por otro lado, 
tenemos el Fondo de desarrollo que se ubica en aproximadamente U$S 20:000.000 anuales. A su vez, 
esto constituye alrededor de un 25% de los recursos que se transfieren por ese artículo, mientras que 
el 75% restante -aunque, según estimaciones del área de Presupuesto de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto, en realidad el porcentaje sería mayor-, se vuelca por la vía de los Ministerios, por 
ejemplo, del Ministerio de Transporte y Obras Públicas cuando asume rutas que son cometidos de los 
Gobiernos Departamentales. Entonces, la transferencia que se está haciendo de lo nacional hacia lo 
departamental, por el 214 y el 298, es muy superior a los U$S 200:000.000, y ahora con el agregado 
de U$S 40:000.000, debemos estar próximos a los U$S 300:000.000 anuales. Este es el orden que hay 
en la actualidad, teniendo en cuenta la acumulación que ha habido; pensemos en ese 3,33 de un 
presupuesto que, en términos de su relación con el producto, ha disminuido -o sea, ha habido una 
disminución del gasto público en relación con el producto, en comparación con lo que ocurría hace 
varios años-, pero, a su vez, como el precio del producto -en dólares o en unidades indexadas, se mida 
como se mida- ha crecido, también han crecido los recursos, en términos absolutos. Y como a estos 
dos conceptos ahora se ha incorporado el de este nuevo Fondo, podemos decir -claro está que luego 
deberemos hacer bien el cálculo- que vamos hacia los U$S 300:000.000 anuales. A su vez, debemos 
agregar lo que se transfiere por la vía de la Corporación internacional, que aún no ha sido computado 
en todo esto. Si bien no se puede medir anualmente, podríamos decir que en dos años, el Programa de 
“Uruguay Integra” transfiere alrededor de U$S 30:000.000. 


SEÑORA REVELLO..- Está el Programa de Desarrollo Municipal 
SEÑOR RUBIO.- Pero ese Programa estaba deducido del 214. 
SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Se está en el cuatro, ahora? 
(Dialogados) 


SEÑOR RUBIO..- Estaríamos negociando -hay voluntad política para hacerlo- el quinto, para apoyar a 
los Gobiernos Departamentales. 


Entonces, por la vía de la cooperación internacional ingresa mucho dinero, y sobre esto el señor 
Batista puede argumentar muchísimo más que quien habla, porque hasta hace un tiempo fue Director 
de Cooperación Internacional. El 60% de estos U$S 30:000.000 es donación de la Unión Europea y, el 
porcentaje restante -alrededor de un 40%- corresponde al presupuesto nacional. Si agregamos al 
programa de la Unión Europea otros de cooperación que, en su conjunto son muy importantes, porque 
combinan lo departamental con lo local, tendremos recursos bastante importantes. Quizás, el señor 
Batista pueda explicar más este tema. 


SEÑOR BATISTA.- Además de este importante programa de la Unión Europea -que recién se confirmó 
a principios de este Gobierno y que en realidad se implementó a partir del año pasado- hay un 
programa uruguayo de desarrollo local que es la cooperación descentralizada. Por primera vez, en todo 
el país, se implementó este programa que es la cooperación de territorio en territorio, de comunidades, 
tales como Barcelona, Andalucía, Extremadura -si bien esta es un región pobre, aporta capacidad, 
transferencia de conocimientos-, así como también una parte de Italia. Esto aporta una dinámica nueva 
a los territorios, en el sentido de que hoy todos los departamentos están pensando en políticas de 
cooperación internacional de una manera diferente. Hubo una historia gris del país en donde la 
cooperación llegaba y no se utilizaba o se mal usaba. Actualmente, existe conciencia y responsabilidad 
en el conjunto de los territorios. Por ejemplo, está el caso del departamento de Rivera que cuenta con 
el apoyo de la creación de la Agencia de Desarrollo de esa localidad que, según tengo entendido, fue la 
primera que aplicó esa dinámica, en donde se ha realizado un plan de negocios, en donde participan 
centros comerciales, la sociedad civil y, por supuesto, cuenta con el aporte del Gobierno 
Departamental, que utiliza fondos del FDI, como esos U$S 200.000 que correspondían a ese Fondo de 
Desarrollo. 


Se está dando ese juego de trabajo en conjunto, es decir, cooperación descentralizada y 
fondos propios. Pero no es que Uruguay recibe y no pone nada, sino que aporta capacidad y pone 
mucho dinero. En lo que respecta a Paysandú, ha desarrollado con un presupuesto participativo una 
relación muy intensa con Málaga, recibiendo aportes y, a su vez, transfiriendo experiencias y 
conocimientos. Canelones, por ejemplo, aprovecha su capacidad y la relación histórica de sus orígenes 
con las Islas Canarias, en donde hay un relacionamiento muy fuerte, y una transferencia de capacidad 
y de fondos. Hoy el territorio experimenta, aparte de la relación institucional de cooperación -que se 
hace a través del Gobierno- una intensificación de sus relaciones colaterales. Hemos buscado que todo 
esto sea canalizado y que sea manejado por un Comité Ejecutivo Nacional donde esté presente la 
OPP así como el Congreso de Intendentes, logrando que el territorio tenga equilibrio. El programa 
comenzó por definir las regiones más pobres y con menos capacidad -fue en el año 2005-, como 
fueron Rivera y Artigas. Actualmente, existen catorce grupos de trabajo para los diecinueve 
departamentos con distintas características, aunque no en los departamentos de Maldonado, Lavalleja, 
San José y Soriano, en donde se realizan pequeños programas. El conjunto del país trabaja con ese 
programa con una pequeña cooperación. En cuanto al trabajo de desarrollo local y de 
descentralización, el año pasado organizamos tres seminarios con apoyos de la cooperación 
descentralizada española. Realizamos dos seminarios en la ciudad de Canelones y un tercero en 
Guazuvirá, con la participación de la cooperación descentralizada española -que ha trabajado mucho 
en ese proceso de descentralización, lo que refleja un interés mayor y que continuará en el período 
siguiente- y otros países europeos a través de los Gobiernos Departamentales y locales. ¿Cuál es el 
interés? El país vasco, que realiza aportes, tiene mucho más interés en el apoyo técnico y en la 
asistencia de capacidad que, simplemente, venir aquí para dirigir. Este proceso le ha interesado 
muchísimo. De apostar, en esa fase de que hablaba el Director, entre el momento en que asumen los 
Alcaldes entre julio y diciembre -en un lenguaje casero, diríamos que hay un vacío financiero para los 
nuevos Municipios-, ellos están dispuestos a dar, no un apoyo financiero, pero sí técnico, de 
acompañamiento, por ejemplo, en la preparación de los presupuestos municipales, así como otra serie 
de apoyos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estaba tentado de hacer una comparación, pues vi que la doctora hacía un 
gesto cuando pregunté por el monto de las transferencias. Tengo la experiencia de Cataluña, donde el 
monto de las transferencias subía un 18%. Lo que ocurre es que allá los Municipios se ocupan de la 
Educación Primaria, de la Educación Secundaria, de la atención primaria de la salud, etcétera, 
materias que los Municipios nuestros actualmente no tienen. Por tanto, las transferencias no son 
idénticas. 


Lo que quisiera decir a los miembros de la Comisión es que si cambiamos una coma del actual 
proyecto de ley, este tendría que volver a la Cámara de Representantes. Por tanto, la Presidencia 


propone votar en general el proyecto en el día de hoy y realizar el estudio y la votación en particular el 
próximo martes por razones de carácter político. 


SEÑOR MOREIRA.- Realmente no estamos en condiciones de hacerlo. No hay otro integrante del 
Partido Nacional y como hoy recibíamos a la delegación entendí que no íbamos a votar. No me parece 
que tengamos que votar con este quórum. Por eso, propondría esperar a la próxima sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo que ocurre, como dice el Director de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto, es que estamos muy acuciados por el tiempo, aunque no tengo inconvenientes en 
acceder a la propuesta. 


SEÑOR MOREIRA.- Tenemos un quórum muy bajo, el representante del Partido Colorado no está y 
me parece que es un tema demasiado importante como para que lo votemos ahora. Por eso, propongo 
tratarlo el martes que viene. 


SEÑORA PERCOVICH.- Entonces, adoptaríamos el compromiso de votarlo el próximo martes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nuestra idea es que este proyecto de ley sea considerado en el plenario de 
Cámara de Senadores el día miércoles de la próxima semana. 


Se levanta la sesión. 
(Así se hace. Es la hora 16 y 17 minutos). 


Material aportado por el Prof. Rubio (OPP) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


